    Poder Judicial de la Nación

             Año del Bicentenario


SENTENCIA DEFINITIVA N° 16.125
EXPEDIENTE N° 29.358/2006    SALA IX          JUZGADO N° 23 

En la Ciudad de Buenos Aires, el 26/2/10         para dictar sentencia en los autos caratulados “COBICE OSCAR C/ DANONE ARGENTINA S.A. S/ DESPIDO ” se procede a votar en el siguiente orden: 

El Dr. Alvaro Edmundo Balestrini dijo:





I- La parte actora cuestiona la sentencia dictada en la anterior instancia, exponiendo sus argumentaciones a fs. 241/250 y 279/vta.. Recibe réplica de la contraria a fs. 268/273vta. 






A su vez, la demandada adopta idéntica iniciativa, a través de las presentaciones de 254/258vta. y 281/283vta., que la actora contesta a fs. 283-1/288 y 297/299. 






II-  En orden al disenso dirigido contra el rechazo de la reparación por “mobbing” o acoso laboral, recientemente tuve ocasión de evaluar un caso sustancialmente similar al presente, destacando como aproximación liminar a la cuestión que no toda  desavenencia profesional implica o da origen al acoso moral, cuya característica principal se asienta “en la repetición de actitudes, palabras, conductas que, tomadas por separado pueden parecer anodinas, pero cuya repetición y sistematización las convierte en destructivas” (Irigoyen, Marie-France, “El acoso moral en el trabajo”, traducción de Nuria Pujol I Valls, Barcelona-Buenos Aires-México, Paidós Ibérica S.A., año 2001, pág. 30). 






Adelantaré que no se configuró la situación descripta en el caso bajo análisis, ya que de los propios argumentos esgrimidos en el recurso de apelación a fin de sustentar la pretensión lo que se extrae es un ejercicio del “ius variandi” que no presenta las particularidades que presupone la figura que se invoca, aún cuando resulte altamente discutible su legitimidad. 






En efecto, se expone con apoyatura en la prueba testifical que el actor habría sido trasladado de establecimiento, pasando a desempeñar en su nueva locación tareas de menor rango que las que venía llevando a cabo, y en condiciones también inferiores en cuanto a comodidad y arraigo. Del relato de demanda –reiterado en parte ante esta Alzada- surge que el actor soportó la nueva situación durante dos años y medio, sufriendo con posterioridad una discopatía lumbar que califica expresamente como ajena al trabajo, siendo reasignado a su reintegro al lugar de trabajo originario sin que le asignaran tareas específicas hasta que fue despedido dos meses después.






Las circunstancias descriptas resultan insuficientes para concluir que la empleadora adoptó la conducta de ensañamiento personal, continuo y denigrante que caracteriza a la figura en cuestión y que avalaría con motivo del daño ocasionado un resarcimiento adicional al previsto en el art. 245 de la LCT.     






En cuanto a la afección psicológica que se consigna como resultante de la situación descripta, no mereció un reclamo autónomo en el marco de las normas que regulan el resarcimiento de enfermedades laborales.  




         Tampoco se invocan pautas que avalen la aplicación del sistema antidiscriminatorio previsto en la ley 23.592, al no identificarse la particularidad del trabajador que habría trascendido su faz personal para constituir una motivación de diferenciación peyorativa arbitraria en su lugar de trabajo. 






En lo que atañe a la diferencia por pago insuficiente de preaviso e incremento indemnizatorio previsto en el art. 2° de la ley 25.323 y que en los mismos términos fuera sustentada en la aclaratoria de fs. 238, cabe señalar que la decisión recaída a fs. 239/240 que la acogiera integrando el pronunciamiento de autos, no mereció queja específica.

                        Por tales razones, propondré que se confirme en este aspecto el pronunciamiento recaído en la instancia anterior. 






III- En cuanto a la procedencia del parcial de condena al que se hace lugar en concepto de “bonus” del año 2004, el cuestionamiento de la accionada habrá de desestimarse toda vez que en apoyo de su postura de haberlo pagado sólo invoca la constancia en sus registros contables que informara el perito contador, soslayando el ineludible sustento en recibo firmado por el trabajador, necesario de conformidad con el art. 138 de la LCT para instrumentar todo pago en concepto de salario u otra forma de remuneración.






Respecto a los parciales asignados a “bonus” de los años 2005 y 2006 –parcial-, la viabilidad de la queja encuentra obstáculo insalvable en la doctrina obligatoria (conf. art. 303 del CPCCN) del fallo plenario de esta Cámara N° 35 del 13/9/56 “in re” “Piñol, Cristóbal A. c/ Genovesi S.A.”, en el que se dispusiera que las gratificaciones otorgadas en forma habitual dan derecho, en principio, a reclamar su pago en períodos sucesivos y, por consiguiente, autorizan a recurrir a la vía judicial para exigirlas compulsivamente, salvo que se acredite, por quién lo afirma, que reconocieron como causa servicios extraordinarios o que no se hayan cumplido las condiciones sobre cuya base se liquidaron en otras oportunidades. 

                         La afirmación de la recurrente en cuanto a la vinculación de la exigibilidad del rubro en cuestión con el desempeño del agente –salvedad prevista en el plenario- se presenta como una mera expresión dogmática, ya que carece de reflejo en elemento de juicio alguno agregado a la causa, que debió aportar quién lo afirmara

                         Desde esa perspectiva, tampoco resulta atendible la postura de extraer de la base de cálculo de la indemnización por despido la incidencia del referido “bonus” aún teniendo en cuenta la doctrina del reciente fallo plenario de esta Cámara N° 322 “in re” “Tulosai, Alberto Pascual c/ Banco Central de la República Argentina” del 19/11/09, teniendo en cuenta que allí se condiciona la exclusión de la bonificación abonada sin periodicidad mensual de la base salarial prevista en el primer párrafo del artículo 245 de la L.C.T. no sólo a que se descarte la configuración de un supuesto de fraude a la ley laboral, sino además a que se reconozca en base a un sistema de evaluación de desempeño del trabajador, extremo que –como precedentemente se concluyera- no se verifica en las actuaciones bajo examen. 






Por las razones expuestas, propondré que respecto a lo decidido en torno al aspecto tratado se confirme la sentencia dictada en la anterior instancia. 






IV- Tendrá en cambio favorable acogida la objeción que merece la inclusión de la incidencia del S.A.C en el cálculo de la indemnización del despido, que si bien no surge expresamente del fallo recaído resulta de la remisión que se efectúa a los cálculos efectuados por el perito contador a fs. 126vta. al incluir en la condena el parcial atribuido a diferencias indemnizatorias. 






Si bien mi opinión fue contraria a la postura que resultó mayoritaria, razones ya expresadas concernientes a la obligatoriedad de las decisiones plenarias para los jueces de la misma cámara (art. 303 del CPCCN) me imponen adoptar la doctrina legal emergente del fallo plenario de esta Cámara N° 322 del 19/11/09 citado precedentemente, en cuanto impide incluir en la base salarial prevista en el primer párrafo del art. 245 de la LCT la parte proporcional del sueldo anual complementario. 






Consecuentemente, de prosperar mi voto habrá de modificarse la sentencia dictada en la anterior instancia reajustándose la condena a la suma de $17.102,27 con más los intereses allí establecidos, compuesta por “bonus” impagos años 2004, 2005 y 2006 –parcial- y diferencia por pago insuficiente del preaviso más incidencia del S.A.C. que se estableciera en la aclaratoria y que resulta ajustado –en esa última operación-  a la disposición del art. 121 de la LCT, haciéndose lugar a la queja que dirige la demandada contra la incidencia del S.A.C. en la base de cálculo de la indemnización del despido y en consecuencia al rechazo de diferencias provenientes del mismo, ya que al extraerse dicho concepto del cálculo efectuado por el perito contador a fs. 126vta., la sumatoria que debió abonar la demandada por indemnización del despido e incremento art. 16 de la ley 25.561 resulta de $166.643,25 ([$6.632,58x 67%x25: $111.095,50] + [$111.095,50/2: $55.547,75]), inferior a la de $174.690 que abonara la empleadora por dichos conceptos. 






En cuanto al incremento previsto en el art. 2° de la ley 25.323, la forma de resolver precedentemente expuesta lo torna inadmisible, teniendo en cuenta la facultad eximitoria prevista en la última parte de dicha norma y, en ese marco, la magnitud del pago efectuado por la demandada y la escasa diferencia indemnizatoria resultante.  






V- El nuevo resultado del litigio impone dejar sin efecto la imposición de costas y regulación de honorarios practicada en la anterior instancia, debiéndose efectuar nuevamente en esta Alzada en forma originaria (conf. Art. 279 del CPCCN), tornándose abstracto el tratamiento de las quejas dirigidas contra dichos accesorios.  






Costas de ambas instancias en el orden causado y las comunes por mitades, teniendo en cuenta que ninguna de las normas que rigen la materia imponen su férrea vinculación con la proporción por la que progresa el reclamo, debiéndose tener en cuenta a la vez las razones por las que se accede al litigio y como éste se desenvuelve. Desde esa perspectiva, a la vez que se advierte que la demanda progresó en una escasa proporción, resulta insoslayable que la postura absolutamente refractaria asumida por la empleadora frente a las pretensiones tanto salariales como reparatorias del accionante le impuso a éste la obligación de iniciar el reclamo y aguardar la totalidad del proceso para obtener el reconocimiento de créditos de índole alimentaria (conf. arts. 68 y 71 del CPCCN).  






Regúlense los honorarios de la representación letrada de la parte actora en la suma de $10.000, de la demandada en $12.000, del perito contador en $4.500 y de la perito médica en la misma suma, todo a valores actuales y teniendo en cuenta la calidad, mérito y extensión de las tareas llevadas a cabo en la anterior instancia (conf. art. 38 primera parte de la LO, Dec. Ley 16.638/57 y ley 24.432). 






VI- Por las actuaciones desplegadas ante esta Alzada, regúlense los honorarios de la representante letrada de la parte actora y de la demandada en el 25% de lo que a cada una le correspondiera por lo actuado en la anterior instancia, conforme las pautas y normativa expuestas precedentemente. 

El Dr. Mario S. Fera dijo:






Por compartir los fundamentos, me adhiero al voto que antecede. 

El Dr. Daniel E. Stortini no vota (art. 125 de la L.O.). 






A mérito del acuerdo al que se arriba, el Tribunal RESUELVE: I) Modificar la sentencia dictada en la anterior instancia y reducir la condena a la suma de $17.102,27 (PESOS DIESCISIETE MIL CIENTO DOS CON VEINTISIETE CENTAVOS) con más los intereses allí establecidos. II) Dejar sin efecto la imposición de costas y regulación de honorarios practicada en la anterior instancia. III) Costas de ambas instancias en el orden causado y las comunes por mitades. IV) Regular los honorarios de la representación letrada de la parte actora en la suma de $10.000 (PESOS DIEZ MIL), de la demandada en $12.000 (PESOS DOCE MIL), del perito contador en $4.500 (PESOS CUATRO MIL QUINIENTOS) y de la perito médica en la misma suma, todo a valores actuales. V) Por las actuaciones desplegadas ante esta Alzada, regular los honorarios de la representante letrada de la parte actora y de la demandada en el 25% de lo que a cada una le correspondiera por lo actuado en la anterior instancia. 






Regístrese, notifíquese y devuélvase. 






ANTE MÍ:



